

En la ciudad de Campana, a los 29 días del mes de Setiembre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces que integran la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Zárate-Campana, con el objeto de dictar sentencia en la presente causa nº 4642 caratulada “Chain, Jorge Francisco Ramón y otra c/ Servicios Viales S.A. y otra s/ Daños y perjuicios”, habiendo resultado del sorteo realizado en la secretaría del Tribunal que la votación se debía realizar en el siguiente orden: Dres. Osvaldo César Henricot – Karen Ileana Bentancur – Miguel Angel Balmaceda, se resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S :



1ra.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?



2da.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?



A la primera cuestión el Señor Juez  Osvaldo César Henricot, dijo:



Primero: Ha dictado sentencia el Sr. Juez titular del Juzgado en lo Civil y Comercial nº 1 Departamental y dispuso hacer lugar parcialmente  a la demanda de daños y perjuicios iniciada por Jorge Francisco Ramón Chain y María Cristina Vidal, condenando a los demandados Servicios Viales S.A. y Pevisa S.A., en forma concurrente, y a la citada en garantía Juncal Compañía de Seguros en la medida del contrato y en los términos del art. 118 de ley 17.418, a abonar a los actores la suma siete mil seiscientos ochenta pesos, más los intereses que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días desde la fecha del hecho que generó el juicio, con costas a la parte demandada (fs. 502/508).



Lo así resuelto ha sido apelado por los actores (fs. 509), por la codemandada Servicios Viales S.A. (fs. 514) y por la citada en garantía (fs. 511), motivando la intervención de este Tribunal de Alzada. No habiendo fundado su recurso dentro plazo legal la citada en garantía, a fs. 538/539 se declaró su deserción. Y habiendo expresado agravios los otros apelantes a fs. 544/553 y fs. 554, tras el llamado de autos para sentencia de fs. 560, la causa se encuentra en condiciones de decidir.



Segundo: El motivo del litigio se remonta a un accidente ocurrido sobre la colectora de la Ruta Nacional nº 9, a la altura del km. 90, el día 3 de enero de 1999 a las 20.43 hs., cuando el coactor Jorge Francisco Chain circulaba conduciendo un automóvil Ford Fiesta, dominio ARJ 462, que poseía en condominio con la coactora María Cristina Vidal.



El sentenciante, para acoger la demanda, consideró acreditado que el accidente se produjo como consecuencia de que el pedregullo esparcido en la calzada por la realización de tareas de mantenimiento, sin señalización adecuada, hizo perder a Chain el dominio del vehículo, de lo que emerge la responsabilidad de las demandadas Servicios Viales S.A., en su calidad de concesionaria del corredor, y Pevisa S.A., empresa encargada de los trabajos que se estaban llevando a cabo. Pero redujo la responsabilidad de las accionadas en un treinta por ciento, argumentando que el conductor del automóvil  contribuyó en esa medida en la producción del evento dañoso, por conducir a una velocidad inadecuada a las condiciones de tiempo y lugar.



Ambas partes recurrentes cuestionan la distribución de responsabilidad establecida en la sentencia. En tanto los actores pretenden que el hecho ocurrió por la responsabilidad exclusiva de las accionadas, la codemandada apelante postula que el el coactor Chain fue el único culpable del accidente.



Tercero: La temática de la responsabilidad civil de las empresas concesionarias de rutas ha  sido materia de recientes pronunciamientos de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires (causas “Castro”, del 22/12/08, y “Bissio”, del 22/04/09), en los que se expidió siguiendo la doctrina sentada en la causa “Bianchi”, del 7/11/06, por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. La doctrina que dimana de esos fallos sostiene que la relación jurídica entre el concesionario vial y el usuario debe ser encuadrada como de "consumo", con apoyo en el art. 33 de la Constitución nacional, así como en la ley 24.240 y sus modificatorias, puesto que se configura un vínculo contractual, regulado por el derecho civil, cuya prestación principal consiste en el mantenimiento de la ruta en todos sus aspectos y, también, como deber colateral, con fundamento en la buena fe, el deber de seguridad, de origen legal e integrado en la relación convencional, que obliga a adoptar las medidas de prevención adecuadas a los concretos riesgos existentes en la ruta, en tanto sean previsibles según las circunstancias del caso (art. 902, Cód. Civil). 



A ello cabe agregar que la relación jurídica de consumo con el usuario, se perfecciona cuando éste accede, ingresa o usa la red vial concesionada, con abstracción de que haya o no pagado el peaje.



En el supuesto que nos ocupa, el sentenciante encuadró la cuestión bajo otro régimen jurídico. Sostuvo que la responsabilidad del concesionario vial, habida cuenta que el accidente ocurrió sobre el camino colector que no requiere el pago de peaje, es de naturaleza extracontractual y se rige por el art. 1113 del Cód. Civil.



Más allá de las diferencias en cuanto al  encuadre jurídico del caso, lo cierto es que de todos modos, las circunstancias fácticas que para el a-quo comprometen la responsabilidad del concesionario vial, esto es la existencia de pedregullo sobre el pavimento y su falta de señalización, son las mismas que desde la perspectiva de la doctrina legal de la Suprema Corte, permiten tener por configurado el incumplimiento de la obligación de seguridad que pesa sobre el concesionario.



El juez de grado detalló en la sentencia los elementos que lo llevaron a tener por probado tales circunstancias de hecho: la inspección ocular de fs. 7 y el informe de fs. 129 de las actuaciones penales, la pericia mecánica de fs. 390/392, las declaraciones de los testigos Tardella (fs. 67), Acosta (fs. 86), Tanoni (fs. 88) y Riquelme (fs. 89). Por su parte, la codemandada Servicios Viales S.A. al exponer los fundamentos de su recurso no formuló crítica alguna acerca de la valoración de  dichas probanzas efectuada por el a-quo. 



Así entonces, aparece inconmovida la conclusión de la sentencia que tiene por acreditado que al momento del accidente y en el lugar en el que el mismo se produjo se hallaba pedregullo desparramado sobre el pavimento, lo cual configura un riesgo para la circulación de automóviles ya que puede ocasionar la pérdida de control del rodado, y esa deficiencia en la calzada no estaba debidamente señalizada, de modo tal, que esas circunstancias fueron determinantes en la ocurrencia del evento dañoso objeto del pleito. Y esos extremos, indudablemente, llevan a concluir que el concesionario vial no cumplió con su obligación de seguridad, generando su responsabilidad por los daños causados.



En cambio, considero desacertada la decisión del juez a-quo en cuanto a la contribución causal que le atribuye a Chain en el acaecimiento del accidente.



En efecto, el propio sentenciante admite que no hay pruebas de que la velocidad que llevaba el Ford Fiesta fuera excesiva. Por supuesto que si el automóvil hubiera circulado más lentamente el riesgo hubiera disminuido, pero no es lógico exigirle al conductor que reduzca la velocidad, que no era excesiva, para afrontar una contingencia que no pudo prever, ya que, como se dijo -y es una de las circunstancias que generan la responsabilidad del concesionario vial- los desperfectos en la ruta no estaban señalizados.



Los agravios de la empresa concesionaria, cuando postula la responsabilidad exclusiva del conductor, se limitan a destacar que al momento del hecho en cuestión otros automóviles transitaron por ese mismo lugar sin que se produjeran otros accidentes. Se trata de un argumento inadmisible, puesto que no se trata de evaluar en el juicio la actuación de terceros ajenos al suceso que lo motiva, sino que debe estarse a la participación efectiva en el caso de los sujetos involucrados.



Así entonces, en lo referido a la atribución de responsabilidad establecida en la sentencia en crisis, propongo que se haga lugar al recurso apelatorio deducido por los actores y se rechace el de la empresa concesionaria codemandada, y de tal modo, Servicios Viales S.A. y Pevisa S.A. -quien no apeló el resolutorio- deberán responder por todos los daños ocasionados a Jorge Francisco Ramón Chain y María Cristina Vidal como consecuencia del accidente ocurrido el 3 de enero de 1999 en el Kilómetro 90 de la colectora de la Ruta Nacional nº 9.



Cuarto: Los actores también se agravian por  no habérseles asignado en la sentencia la indemnización reclamada en la demanda bajo el rubro “daños mecánicos” .



Si bien es cierto que el a-quo omitió considerar el reclamo por el referido concepto, de todos modos la pretensión en este punto no puede prosperar. Es que uno de los requisitos para que el daño sea resarcible radica en que sea cierto, esto es, no meramente hipotético o conjetural sino real y efectivo corriendo su prueba por cuenta del que lo reclama, quien debe demostrarlo de manera fehaciente, siendo ineficaz la mera posibilidad de producción de ese perjuicio (SCBA, Ac. 89068, 18/7/07). Y en mi opinión, con relación a los daños mecánicos, esa prueba no se ha producido.



Ello así, toda vez que la imprecisa alusión al “daño en la parte del motor” que se lee en la pericia mecánica producida en la investigación penal preparatoria (fs. 47), dista de ser prueba fehaciente del perjuicio. Y el perito ingeniero mecánico interviniente en estos autos, solo admite que “es presumible” que existan daños mecánicos, utilizando una expresión que por sí misma excluye la certeza requerida para que el perjuicio sea resarcible (fs. 391, respuesta 11).



Quinto: También se quejan los actores por el rechazo del resarcimiento pretendido por la desvalorización del vehículo.


 
Esta objeción tampoco puede prosperar. Es que, como principio, el resarcimiento por desvalorización del vehículo cuando se han afectado partes vitales de la unidad, lo que no se aprecia en el caso de autos. No obstante ello, es admisible el reclamo cuando, por la naturaleza de los desperfectos, puedan resultar secuelas de importancia, fácilmente detectables no obstante una correcta reparación, y que se traducen en una disminución del valor venal del rodado. Pero en tal caso, resulta imprescindible el dictamen técnico efectuado sobre el automóvil, es decir, con la inspección directa del experto, pues existe una serie de circunstancias a considerar -por ejemplo, su estado de conservación anterior- que, de no computarse, convertiría a la estimación en una apreciación abstracta, carente de fuerza probatoria que obligue al juez (art. 474 del Cód. Procesal).



Sexto: Cuestionan además los accionantes, por considerarla insuficiente, la suma estimada en la sentencia -que ascendería a $ 711 computando el daño total por el rubro- para resarcir el daño producido por la privación de uso del automotor hasta su reparación.



Conforme la doctrina de la Suprema Corte de Justicia, la privación del uso del automotor no escapa a la regla de que todo daño debe ser probado, ni constituye un supuesto de daño "in re ipsa", por lo que quien reclama por este rubro debe probar que efectivamente esa privación le ocasionó un perjuicio (SCBA, Ac. 54878, 25/11/97, entre otros). Desde ese principio -estando fuera del recurso la procedencia del rubro por no haber sido atacada por la parte accionada- corresponde indagar si los actores recurrentes acreditaron un perjuicio superior al estimado por el a-quo por la indisponibilidad del automóvil hasta que culminaran las tareas de reparación.



La respuesta es negativa. En efecto, no hay prueba directa en el expediente de las erogaciones que tuvieron que afrontar los actores para suplir la imposibilidad de uso del vehículo. Y tampoco acreditaron los reclamantes otros extremos que eventualmente pudieran constituir prueba indiciaria de la insuficiencia del monto fijado por el juez (art. 163, inc. 5º, CPCC), como que el tiempo de reparación del rodado hubiera insumido un tiempo mayor al considerado en la sentencia, o necesidades de movilidad que permitan presumir gastos diarios superiores a los que resultan del importe indemnizatorio establecido.



En tales condiciones, el recurso en este punto debe ser desestimado.



Séptimo: Otra parte del fallo que motiva el agravio de los actores es la que fija el resarcimiento por daño moral, que los actores consideran bajo.



La Suprema Corte de Justicia caracteriza al daño moral como el que tiene por objeto indemnizar el quebranto que supone la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor fundamental en la vida del hombre y que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los más caros afectos (SCBA, C 93.895, 10/06/09, entre muchos otros). La fijación de sumas indemnizatorias en tal concepto no está sujeta a reglas fijas. Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial para lo cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión (SCBA, C 85381, 7/05/08). 



A partir de ese concepto, es mi opinión que la indemnización reconocida en la sentencia, teniendo en cuenta su automática elevación a la suma de $ 3.857 como consecuencia de la adecuación a la atribución de responsabilidad exclusiva a las demandadas que propongo, resulta ajustada a las lesiones sufridas por Chain -que no le dejaron secuelas incapacitantes- y, en general, a los padecimientos que razonablemente pueden derivarse de las características del hecho que nos ocupa, y por lo tanto, debe ser confirmada (art. 165, párr. 3º, CPCC).



Octavo: Amplían sus quejas los demandantes a la mención de la parte resolutiva de la sentencia que limita la extensión de la condena a Juncal Compañía de Seguros S.A. a “la medida del contrato” en los términos del art. 118 de la ley 17.418. Dicen que la citada en garantía invocó una franquicia de U$s 25.000, pero su existencia no fue acreditada en autos, por lo que deberían responder plenamente por el total de la condena.



Ahora bien, el art. 118 de la ley 17.418 dice que “la sentencia que se dicte hará cosa juzgada respecto del asegurador y será ejecutable contra él en la medida del seguro”. El juez a-quo no ha hecho más que trasladar esa previsión legal a la sentencia, sin expedirse sobre los límites o el alcance de la cobertura en el caso, y procedió correctamente, puesto que esas cuestiones son propias de la etapa de ejecución de sentencia.



En tal sentido, se ha dicho: “Deben diferirse al proceso de ejecución de sentencia los alcances de la cobertura según los términos de la póliza, debiendo limitarse el fallo -en el principal, obviamente- a declarar que la sentencia se hace extensiva a la citada en garantía en la medida del seguro. Lo expuesto implica que en esta etapa ejecutoria puede hacer valer la franquicia de que goza según el contrato” (JUBA: CC0100 SN 8858 RSD-71-8 S 20-5-2008).



Noveno:
Finalmente, cuestionan los actores que los intereses que la sentencia manda adicionar a la indemnización se hayan fijado en la tasa pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires, la cual sostienen que resulta inadecuada e insuficiente, por lo que postulan la aplicación de una tasa de interés activa.



Esta alzada se ha expedido recientemente sobre la materia (causa nº 5263, 13/8/09, voto del Dr. Balmaceda).  Ante el supuesto del art. 622 del Código Civil, que dispone que ante la falta de intereses moratorios convenidos o fijados por leyes especiales, serán los jueces quienes determinarán el que se debe abonar, nos hemos pronunciado siguiendo la doctrina actual de la Suprema Corte de Justicia, que reiteradamente ha sostenido para estos casos la imposición de "la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a 30 días vigente en los distintos períodos de aplicación (Cf. Ac. 43.858 del 21/5/91; Ac. 51.613 del 3/5/94; Ac. 59.059 del 25/3/97). Así se decidió, con fundamento en la propagación vinculante de los pronunciamientos del Superior Tribunal de esta provincia, cuya doctrina legal es de aplicación obligatoria para los jueces de las instancias ordinarias (art. 161, inc. 3º, Constitución de la Provincia de Buenos Aires).



Vale señalar que el máximo tribunal provincial ha dicho: "El acatamiento que los tribunales hacen a la doctrina legal de esta Corte responde al objetivo del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, esto es, procurar y mantener la unidad en la jurisprudencia, y este propósito se frustraría si los tribunales de grado, apartándose del criterio de la Corte, insistieran en propugnar soluciones que irremisiblemente habrían de ser casadas" (SCJBA, Ac. 101186, 24/6/09; entre otros).



De modo que, también en cuanto a la tasa de interés que fija, el fallo en crisis debe ser confirmado. 


 
Décimo: En definitiva, sostengo que el recurso de apelación interpuesto por los actores debe prosperar parcialmente y el deducido por la codemandada Servicios Viales S.A. debe ser desestimado. En mérito de ello, postulo que el fallo apelado sea modificado en cuanto al reparto de responsabilidad que dispone, dejándose establecida la responsabilidad exclusiva de las codemandadas Servicios Viales S.A. y Pevisa S.A. por todos los daños derivados

del accidente de marras.



En los que atañe a la cuantificación de los daños, entiendo que los valores estimados por el sentenciante de grado deben ser confirmados, no obstante lo cual, habida cuenta de la modificación que propongo en cuanto a la atribución de responsabilidad, el monto de la condena debe elevarse en la consecuente proporción, ascendiendo de tal modo a la suma de $ 10.971.



Aclaro que se fija una suma indemnizatoria única, comprensiva de los daños reclamados por ambos actores sin discriminar entre ellos, dado que así se procedió en la sentencia de primera instancia y no mediaron objeciones de las partes.



En cuanto a las costas de alzada, las generadas por el recurso deducido por los actores deben ser soportadas por la parte demandada, y las que de la apelación de la codemandada Servicios Viales S.A, por la recurrente (art. 68, CPCC).



Así lo voto.



Por compartir los fundamentos expuestos, los Dres. Karen Ileana Bentancur y Miguel Angel Balmaceda votaron en el mismo sentido.



A la segunda cuestión el Sr. Juez Osvaldo César Henricot dijo:



Habida cuenta del resultado obtenido en el tratamiento de la cuestión anterior, entiendo que el pronunciamiento que corresponde dicta debe ser:Acoger parcialmente el recurso de apelación deducido por los actores a fs. 509, y en su mérito, se revoca la sentencia de fs. 502/508 en cuanto exime parcialmente de responsabilidad a las demandadas Servicios Viales S.A. Y Pevisa S.A., elevándose en consecuencia el monto de la condena a la suma de diez mil novecientos setenta y un pesos ($10.971); con costas a la parte demandada. II) Rechazar el recurso de apelación deducido por la codemandada Servicios Viales S.A. A fs. 514; con costas.Así lo voto.                                      

Por compartir los fundamentos expuestos, los Dres. Karen Ileana Bentancur y Miguel Angel Balmaceda votaron en el mismo sentido.



Con   lo que se dió por  finalizado el presente   Acuerdo, que firmaron los Señores Jueces por ante mí.-

Campana, 29 de Setiembre de 2009.

Vistos y 

Considerando:

Que en el  Acuerdo que antecede se ha dejado establecido que debe prosperar parcialmente el recurso de apelación interpuesto por los actores y debe ser rechazado el deducido por la codemandada Servicios Viales S.A. 

Fundamentos y citas legales dados al tratarse la primera cuestión.

Por ello,  el Tribunal resuelve:



Acoger parcialmente el recurso de apelación deducido por los actores a fs. 509 y en su mérito, se revoca la sentencia de fs. 502/508 en cuanto exime parcialmente de responsabilidad a las demandadas Servicios Viales S.A. Y Pevisa S.A., elevándose en consecuencia  el monto de la condena a la suma de diez mil novecientos setenta y un pesos ($10.971); con costas  a la parte demandada. 
II) Rechazar el recurso de apelación deducido por la codemandada Servicios Viales S.A. A fs. 514; con costas.

Notifíquese.Regístrese.

Devuélvase.-                                     

